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Ref,: Pensiones vitalicias para afectados por dietilenglicol.

Por este medio damos respuesta a su NoIa-DVMS-N-369-22-DEG- 125 de 24 de junio de 2022, rccibida
en este Despacho el 28 de junio de 2022, por medio de la cual consulta a esta procuradur ía ,, 

... sobre el
contenido del arlículo 2 de la Ley 12 de 07 de abril de 2015, que modiJica el arliculo 3 de la Ley t3 de
20_10-, ! el artículo I de la Ley 80 de 20 de marzo de 2019 que modifca el artículo 6 de la Ley 20 de
2013..." las cuales se refieren a los derechos de las víctimas di la intoiicación masiva con dietilinglicol.
Concretamente, consulta lo siguiente:

"1. Puede una misma persona cobrar de manera simultánea dos pensiones vitalicias de carácter
especial, una como titular del derecho reconocido como victima afectada por dietilenglicol y Ia
otra como Beneficiario por el fallecimiento del titular del derecho reconocido. este últiino en los
s¡guientes casos:
| . l. Esposo(a), cónyuge o compañero(a) en unión de hecho.
I.2.4 falta de Esposo(a), cónyuge o compañero(a) en unión de hecho e hijos del titular,

corresponderá a los padres que sobreviven.
2. Puede reclamar el derecho de pensión vitalicia de carácter especial, un familiar (esposo(a),
cónyugs o compañero(a) en unión de hecho de una persona que fallece estando a la espera de ser
reconocida o no como víctima afectada por dietilenglicol.
3. Pueden las Personas que recibieron apoyo económico del Estado, ser además merecedora de Ia
pensión vitalicia de carácter especial.
4. Puede una persona solicitar ser reconocidas como beneficiaria hijo con discapacidad, cuando
esta condición de discapacidad surg¡ó posterior al reconocimiento de la vícti¡na afectada con
dietilenglicol y esta no depende económicamente de la vlctima reconocida (titular del derecho).
Además, si este hijo con discapacidad fallece, puede aparecer otro hijo alegando que tiene una
discapacidad adquirida por un accidente y por tanto tien€ derecho a la pensió-n vitaliiia especial.,'
(SIC)

Sobre lo consultado, esta Procuraduría debe señalar inicialmente que, por mandato constitucional y legal,
la Contraloría Ceneral de la República es la autoridad competente pará "fiscalizur y regular, nrcdianti el
conlrol previo o posterior, todos los (ictos de manejo de fondos y otros bienes piblicis, a Jin de que se
realicen con corrección, según lo eslablecido en la ley'', por lo que consideramos que cor.r.esponde a dicha
entidad indicar lo procedente, en cuanto al objeto de su consulta, de acuerdo con ios métod'os y sistemas
de contabilidad establecidos por esa institución del Estado_

Señalado lo anterior, este Despacho observa que su consulta se fundamenta en una investigación realizad,a
por.la institución bajo su cargo, en cuanto a las Resolucio¡res (actos administrativos) p;r medio de los
cuales se otorgó una Pensión Vitalicia de Carácter Especial a personas declaiaias víctinlas de
intoxicación por consumo de dietitenglicol.
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Al respecto debemos expresarle que si bien a la Procuraduría de la Administración, de conformidad con
lo previsto por el numeral I del artículo 6 de la Ley 38 de 3l de julio de 2000, le corresponde servir de
consejera jur'ídica de los servidores públicos adrninistrativos que consultaren su parecer respecto a
determinada interpretación de la ley o el procedimiento que debe seguirse en un caso concreto, emitil un
juicio de valor o un pronunciamiento prejudicial sobre la validez de un acto administrativo que goza de
presunción de legalidad, como son las Resoluciones que confirieron el derecho a recibir una pensión
vitalicia de carácter especial a víctirnas por consurno de dietilenglicol, sería transgredir los Iímites que nos
impone la ley por ser ello una actuación que compete privativamente a Ia Sala Tercera de lo Contencioso
Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, de conformidad con el numeral 2 del articulo 206 de la
Constitución Política y el articulo 97 del Código Judicial, por lo que las consideraciones que fundamentan
nuestra opin¡ón se referirán únicamente a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes sobr.e la
materia objeto de consulta y no sobre los actos administrativos señalados.

Nuestra opinión se fundamenta en las siguientes consideraciones:

Sobre las atribuciones constitu cionales v lesales de la Contraloría General de Rer¡ública

El numeral 2 del artículo 280 de la Constitución Política de la República de Panamá, establece como una
de las funciones de la contraloría General de la República, la de'fiscalizar y regular, mediante el
control previo o posterior, todos los actos de manejo de fondos y otros bienes públicos, a fn de que se
realicen con corrección, según lo eslablecido en la Ley."

Adicionalmente, el numeral 8 del artículo 280 citado, señala que corresponde a la Contraloría General de
ta República establecer los métodos de contabilidad de tas dependencias públicas, nacionales,
provinciales, municipales, autónomas o semiautónomas y de las empresas estatales.

En desarrollo de estas normas constitucionales, los numerales 2 y 9 del artículo ll de la Ley No 32 de 8
de noviernbre de 1984, orgánica de la contraloría ceneral de la Repúblic4 como quedó tras las
modificaciones introducidas por la Ley N' 97 de 2l de diciembre de 1998 y la Ley N. 67 de 14 de
noviernbre de 2008, disponen que, como parte de sus atribuciones, Ia contraloría "fiscalizará, regulará y
conlrolará todos los actos de manejo de fondos y otros b¡enes públicos, a fin de que tales actos se
realicen con corrección y según lo establecido en las normas jurídicas respeclivas" y que los métodos y
sistemas de contabilidad de las dependencias públicas nacionales, municipales, auiónomas o serni-
autónomas, de las empresas estatales y las Juntas comunales, "se elaborarán procurando que los
regallros conlables sirvan para generar la información Jinanciera y presupuestaria necesaria para el
análisis de la siluación respecliva, afin de realizar una adecuada evaluación de la administración de los
patrimonios públicos y constituyen un auxiliar eficaz para la labor de fscalización y control que realiza
la Contraloría."

Sobre la oensión vitalicia esoecial ra Dersonas reco como víct!¡nas de intoxicación por
dietilenelicol

El artículo 3 de la Ley l3 de 29 de marzo d,e 2010t ")ue constituye una instancia para el seguimiento de
los derechos de las víctimas de la inloxicación masiva con dielilenglicol" establece la fbnna de
determinar la condición de una persona como afectada por dietilenglicol e instituye el derecho de estas
personas a obtener una pensión vitalicia especial. Veamos:

I Como quedó tras Ia modificación introducida por la Ley 12 de7 de abril de 2015 "Que modifica artículos d¿ la
L-ey 13 de 2010 y la Ley 20 de 2013, relat¡vas a lq intoxicación masiva con áieülengiicot, y dicta otras
dispos ici ones" (G.O. 277 55- A\



La intox

"Artículo 3. Para determinar la condición de afectados a su salud por dieaile[glicol, a los
efectos de la pres€nte Ley, se aplicarán los criterios médicos establecidos por la Comisión
lnterinsa¡tuc¡onal integrada por el Ministerio de Salud y la Caja de Seguro Social, asi como
los que surjan de los estudios que realicen las autoridades de salud competentes sobre el tcma.

Para efectos de la aplicación de esta Ley, se considera afectada por la intoxicación con
dietilenglicol cualquier persona, ásegurada o no asegurada, que haya ¡nger¡do o ut¡lizado
algún producto con esa sustancia, debidamente comprobada (sic), elaborado en el
laborstorio de la Caja de Seguro Social durante los años 2004 a 2006 y que cumpla, por lo
menos, con uno de los criterios establecidos por la Comisión lnterinstitucional.

ión con dietilenslico en€ra el derecho de las oersonas af€ctad as reconocidas al
olorsam to de una oens ¡ón vital¡cia de carác ter esDecial.

si se trata de afectados a su salud por dietilenglicol reconocidos menores de edad o con
discapac¡dad, le corr€sDon derá recibir v administrar la nensión vitalicia de ca rácter esDecial
a ¡os Dad res o a outen ese erzan sobre el menor los derechos de tria Dotcstad. a I tutor o al
reD §c ntante legal. El Min isterio de Salud y la Caja de Seguro Social podrán exigir, en cualquier

los resultados de dicha adrninistración para garantizar los derechos demomento, la verificación de
los afectados.

Los menores de edad que no presenten alguna discapacidad y los que presenten algún grado de
discapacidad, pero que sean independientes o autosuficientes, al éumplir Ia mayoria áe edad,
recibirán la pensión vitalicia directamente.', (Resalta y subraya el Despacho)

Además_de establecer los parámetros generales para obtener la pensión vitalicia especial, el afículo
citado claramente señala que el reconocimiento de una persona como afectado le genera el derecho a
recibir la pensión especial y que, en el caso de los menores de edad o personas con discapacidad que han
sido reconocidos como víctimas, sus padres, su tutor o representante legal serán loi que reiiban y
adlministren la referida pensión.

Adicionalmente, el artículo 6 de la Ley 20 de 26 de r¡arzo de 2013 "Que modiJica arÍículos de ta Ley l3
de 2010, que constiluye una instancio para el seguimiento de los derechos de las yíctimas cle la
intoxicación masiva con dietilenglicol, y establece una pensión vitalicia especia!'2, frja el rnonto de la
pensión y quiénes pueden recibir dicho beneficio ante el fallecimiento del titular del derecho.

2 como quedó tras la modificación introducida por la Ley N' 80 de 20 de marzo de 2019 (G.o. 28i37-B)
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"Artículo 6. Se establece un¿ pensión vita¡icia de caráct€r especial para todas las víctimas
afcctadas a su salud por la intoxicación por diet¡lengl¡col reconocidas por la Comisión
Interinstitucional, por un monto mensual de ochocientos balboas (Bi.800.00), que será revisado
cada dos años por el Órgano Ejecutivo y que se hará efectivo a partirdel rnes de febrero de 201g.

El viudo, cényuge o compañero en ul¡¡ón de hecho d€ la vlctima áfectada a su salud por
dietilenglicol reconocida tendrá derecho a percibir el 100% de esta pensión, salvo que tuvieran
hijos menores de dieciocho años de edad o de veinticinco años, qüe realizan estudios
uDiversit¡rios comprobados o hijos inválidos mientras perdure la invalidez o con
discapacidad, casos en los que tendrán derecho a percibir el 50o/o de la pensión y el otro 50yo
comesponderá al viudo, cónyuge o compañero en unión de hecho. El porcentaje que conesponda a
los hijos será distr¡buido proporcionalmente entre estos. A falta de viudo, cónyuge o compañero
en unión de hecho de la víctima, corresponderá a los hijos con las condiciones antes previstas
pe'cibir proporcionalmente el l00o/o de la pensión, mientras tengan derecho a esta según los
parámetros establecidos. En la medida en que algún hijo pierda el derecho a percibir esta pensión,
su cuota-parte se distribuirá proporcionalmente entre los otros que conserven el derecho. A falta
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de viudo, cónyuge o compañero en unión de hecho e hijos de Ia víctima, corresponderá a los
padres qu€ le sobreviven percibir el 100 % de esra pensión." (Resalta et Despacho)

Seguidamente, el artículo 7 de la Ley N' 20 de 2Ol3 establece lo siguiente;

"Artlculo 7. La pensión especial establecida en esta Ley es personalisima y no es objeto de
gravamen ni de embargo y no €xclüye d€l derecho a pensión o jubilación por la Caja de
Seguro Social,"

Del artículo citado se colige que alguien que está recibiendo una pensión de carácter especial como
afectado por dietilenglicol puede ser a la vez pensionado o jubilado por la caja de Segur.o Social y
viceversa, es decir, un pensionado o jubilado por la C.S.S. puede r€cibir también la pensi¿n dc carácter
especial corno afectado por dietilenglicol, si es acreditado como tal.

Por otro lado, el artículo 6 de la Ley 12 de7 de abril de 2015 "eue modifica artículos de ta Ley 13 tle
2010 y la Ley 20 de 2013, relativas a la intoxicación masiya con dietilenglicol, y dicta otras
disposiciones", crea una comisión Evaluadora con competencias especiales, de la siguiente maner.a:

"Artfculo ó. Se crea una Comisión Evaluadora, integrada por representantes del Ministerio de
Salud, de la Caja de Seguro Social y del Ministerio de Economía y Finanzas, con el ob¡eto de
evaluar y determinar el derecho de los afectados y la condición de afectado por dietilenglicol para
obtener el derecho a la pensión vitalicia especial y otros beneficios previstos en esta Ley.

La Comisión Evaluadora también determinará la condición de discapacidad que le haya
sobrevenido o le sobrevenga a las personas afectadas por el consumo y/o uso de medicamentos
con el tóxico dietilenglicol."

Es decir que esta Comisión Evaluadora es la que por ley tiene las facultades especiales de deterrninar si
una persona reúne los requisitos para obtener [a pensión vitaticia especial como victima de co¡rsumo de
dietilenglicol; y, además para determinar la condición de discapacidad sobreviniente co¡no consecuencia
de dicho consumo, no así la discapacidad de una persona por cualquier otro motivo.

3 
Ha sido modificada por Ia Ley No 134 de 3l de diciembre de 2013 (G.o.27450); la Ley N' l5 de 3l de rnayo de

2016 (G.O. 28046-8); y la Ley No 43 de 6 de junio de 2017 (c.O.28295-A\.
" Ha sido rnodificada por la Ley No 38 de 6 de agosto de 2010 (C.O. 26593-8).

Sob re Ia Certificación de Discanacidad

El numeral 9 del artículo 3 de la Ley N' 42 de 27 de agosto de 1999 3 "por la cual se esrablece la
equiparación de oporlunidades pard las personas con discapacidad' define el término «discapacidad» de
la siguiente manera:

"Artículo 3. Pa¡a los efectos de la presente Ley, los ténninos siguierltes se entenderán asi

9. Discapacidad. Condición en la que una persona presenta deficiencia flsica, rnental, intelectual y
sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o
más actividades esenciales de la vida diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno
económico y social.

En este mismo orden de ideas los numerales 9 y l0 del artículo 13 de Ia Ley N' 23 de 28 de.iunio de
20074 "Que crea la Secretaría Nacional de Disiapacidad', establecen que dicha entidad tiene entre sus



9. Diseñar y actualizar los baremos nacionales para la certificación de la discapacidad, tornando
como ref'erencia ¡os instrumentos écnicos o juridicos, nacionales, internacionales o extranjeros.
10. Valorar la discapacidad con base en los baremos nacionales, y expedir en consecuencia la
acreditación correspondiente.

Por otro lado, el artículo 3 del Decreto Ejecutivo No 36 de ll de abril de 2014 ó "eue aprueba la
reglamenlación del procedimiento de confármación y funcionamienro de las Juntas Evaluatloras de la
Discapacidad, los baremos nacionales y se dicta el procedimiento para la evaluación, valoración y
cerfirtcación de la discapacidad', dispone:.

"Artículo 3. La certificación de la discapacidad es el acto administrativo mediante el cual la
SENADIS acredita que una persona tiene discapacidad, ya sea fisica, auditiva, visual, rnental,
intelectua¡ o visceral; de conformidad con los parámetros y pautas establecidas en los barenros
nacionales, los criterios y procedimientos legales establecidos.,'
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funciones el establecer los ba¡emos (sic)s para emitir la certificación de discapacidad y de emitir dicha
certificación.

"Artículo 13. La Secretaria Nacional de Discapacldad tendrá las siguientes funciones

En este sentido, el a(ículo 7 del referido reglamento, establece la conformación de las Juntas Evaluadoras
de la Discapacidad, de la siguiente rranera:

"Artículo 7. SENADIS conformará las Juntas Evaluadoras de la Discapacidad, que estarán bajo
la supervisión del Departamento de Evaluación y Valoración de la Dirección Nacional áe
Cenificaciones, y tendrán como objetivo ejecutar el procedimiento de evaluación, valoración y
cenificación de las personas que soliciten Ia certificación de discapacidad.,'

Adicionalmente, el artículo 9 de este reglamento establece las funciones de dichas Juntas Evaluadoras,
así:

"Artfculo 9. Las Juntas Evaluadoras de la Discapacidad tendrán las siguientes funciones:
¡. Valorar la discapacidad en base a los parámetros contenidos en los baremos nacionales
contemplados en el Capítulo ll de la presente reglamentación y a los criterios establecidos para la
emisión de la certif¡cación de discapacidad.

de
5,.

Otorgar la certificación de discapacidad, cuando legalmente corresponda.
Denegar la emisión de la certificación de discapacidad, cuando legalmente corresponda
tallando los motivos de la decisión.

6. Determina¡ el tiempo de validez del certificado de discapacidad, considerando Ia edad,
condición de salud, nivel de funcionamiento y los parámetros máximos de validez establecidos en
la presente reglamentación.
7 ...."

De manera que, para realizar la emisión de la certificación de discapacidad, las Juntas Evaluadoras de la
Discapacidad adscritas a la Dirección Nacional de Certificaciones de la Secretaría Nacional de
Discapacidad, deben ceñirse a los parámetros establecidos en los artículos I8 a 6l del Reglarnento de las

2

3

4

5 Se utiliza la palabra «baremos»
Academia Española, dado que no
FundéutlAE (lundeu.es)

como sinónimo de «criterios» lo cual parece ser un error, según indica la Real
son sinónimos. Ver arficulo «barenro» no equivale a ucriterio»o« itla» I

6

Ej
Reglamenta los numerales 9 y I0 del articulo 13 de l¿ Ley 23 de 2007. Ha sido modificado por el Decreto
ecutivo N' 74 de l4 de abril de 2015 (G.O.27761-B).



Juntas Evaluadoras de Ia Discapacidad y, posteriormente, determinar si se cumplen |os criterios
establecidos a partir del artículo 62 del referido reglamento,

Cabe señalar que la expedición de la certificación de discapacidad por parte de SENADIS conlleva, entle
otros r€quisitos, un diagnóstico previo de la condición de discapacidad de que se trate, realizado por
profesionales idóneos. Es decir, que la condición de discapacidad, que puede slr permanente o temporal
según la definición contenida en la Ley 42 de 1999 previamente referida, tie¡re que encontrarse
plenamente acreditada por un diagnóstico efectuado por especialistas en la materia de que se trate, pam
que Ia correspondiente certificación pueda ser emitida. T

Sobre lo consultado

Habiendo señalado las competencias especiales en las materias objeto de consulta, pasatnos a responder
lo planteado en la rnisma de la siguiente manera:

"1. Puede una misma persona cobrar de manera simultánea dos pensiones vitalicias de carácter
especial, una como titular del derecho reconocido como víctima afectada por dietilenglicol y la otra
como Beneficiario por el fallecimiento del titular del derecho reconocido, este último en los
siguientes casos:

1.1. f,sposo(a), cónyuge o compañero(a) en unión de hecho.
1.2. A falta de Esposo(a), cónyuge o compañero(a) en unión de hecho e hijos del titular,
corresponderá a los padres que sobreviven.t'

Nota: C-126-21
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De esta forma, se reconoce que podrán recibir la pensión especial corespondiente a un afectado (víctirna
afectada a su salud por dietilenglicol reconocida) que ha fallecido, las siguientes personas: el viudo,
cónyuge o compañero en unión de hecho; los hijos menores de dieciocho años de edad o de veinticinco
años, que reali:¡¿an estudios universitarios comprobados o hijos inválidos, mientras perdure la invalidez o
hijos con discapacidad. A falta de alguno de ellos, los padres que le sobrevivan a la víctima.

Por su pa¡te, el artículo 3 de la Ley l3 de 20 l0 dispone que cuando se trata de afectados menores de edad
o con discapacidad, la pensión vitalicia de carácter especial será recibida y administrada por. los padres o a
quienes ejenan [a patria potestad sobre el menor; o bien el tutor o representante legal, según el caso.

Como he¡¡os indicado previamente, la Comisión Interinstitucional conformada por el MINSA y la C.S.S.
es la que determina la condición de afectado por dietilenglicol, con base en criteiios pr.eestablecidos.

Una vez reconocida dicha condición, la Comisión Evaluadora integrada por representantes del MINSA, la
C.S.S. y el MEF evalúa y corrobora el derecho a obtener una pensión vitalicia de carácter especial por la
persona afectada. De modo que la determinación de la condición de afectado por el dietilenglicol es un
pre requisito para que la persona pueda recibir Ia pensión vitalicia especial, lo cual debe ser evaluado y
confirmado por los representantes del MINSA, c.s.s. y MEF que integran la comisión Evaluadora.

En este sentido, el artículo 6 de la Ley 20 de 2013 establece el monto de la pensión que recibirá quien

!1V1 .iao reconocido por la Cornisión Interinstitucional como,afectaáo por intoxicación con
dietilenglicol, monto que debe ser revisado cada dos años por el órgano Ejeiutivo; igualmente, se
establece de manera taxativa, quiénes pueden continuar recibiendo está pensión con posterioridad al
fallecimiento de quien ha sido reconocido como víctima, indicando además las condiciones y por.centajes
a recibir por estos sobrevivientes, según una serie de reglas.

7 Ver artículos lg, 67 y siguientes del Decreto Ejecutivo N.36 de 2014
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En este sentido, es la Comisión Evaluadora la que deberá deterrninar, con base en las disposiciones
vigentes sobre la materia, si la persona puede recibir o no la pensión vitalicia especial como sobreviviente
de un afectado.

De hecho, como se indica en la consulta, ha ocurrido que varias personas de una far¡ilia han sido
declaradas víctimas y es el caso que uno de los miembros recibe el beneficio personalmente como
afectado, pero adicionalmente recibe los de otros miembros de la familia pero en calidad de padre o tutor,
de forma tal que en la actualidad dicha familia se encuentra recibiendo más de una pensión,

Cabe resaltar que, en el caso indicado, la persona no recibe más de una pensión por la misma condición
(afectado por dietilenglicol) sino que los pagos adicionales en este concepto los recibe en representación
de otros afectados de los cuales es tutor o padre de familia, por la condición especial de dichos afectados
(menor de edad o discapacidad).

E¡ por lo anterior que, resulta posible, como en efecto ocurre, que una persona reciba una pensión
vitalicia especial en calidad de afectado y además otra u otras, pero nó a título personal sino en
representación de otras víctimas.

2. Puede reclamar el derecho de pensión vitalicia de carácter especial, un familiar (esposo(a),
cónyuge o compañero(a) en unión de hecho de una persona que fallece estando a la espera de ser
reconocida o no como víctima afectada por dietilenglicol.

Sobte.lo planteado, este Despacho es del criterio que el familiar únicamente podría reclamar la pensión
vitalicia especial en caso de que el fallecido haya completado el trámite para obtener el derecho al pago
de dicha pensión, lo que incluye el reconocimiento de dicho derecho por parte de la Comisión Evaluadora
y previarnente a ello, el reconocimiento como víctima de intoxicación por dietilenglicol por parte de Ia
Comisión Interinstitucional.

3. Pueden las Personas que recibieron apoyo económico del Estado, ser además merece{ora de la
pensión vitalicia de carácter especial,

Como se ha indicado, los criterios para recibir [a pensión vitalicia especial se encuentran establecidos
expresamente en las disposiciones a las que nos hemos referido previamente, sin que exista mención
alguna a la situación que se plantea en la pregunta como una excluyente para la obtención del derecho.

Para mayor claridad, en la legislación vigente sobre la materia se establecen los criterios para que una
persona afectada por dietilenglicol pueda hacerse acreedor o no la pensión vitalicia especial, sin que se
mencione el haber recibido previamente "apoyo económico del Estado" como una causai de irnpedinrento
para recibir dicha pensión.

En este sentido, el haber recibido "apoyo económico del Estado" no impide que una persona pueda recibir
la pensión vitalicia de carácter especial si es declarada víctima de intoxicación por ionsumo de
dietilenglicol, de acuerdo colt lo dispuesto en las normas que rigen la materia.

4. Puede una persona solicitar ser reconocidas como beneficiaria hijo con discapacidad, cuantlo esta
condición de discapacidad surgió posterior al reconocimiento de la víctima afectada con
dietilenglicol y esta no depende económicamente de Ia víctima reconocida (titular del ¿erecho).
Además, si este hijo con discapacidad fallece, puede aparecer otro hijo alegantlo que tiene una
discapacidad adquirida por un accidente y por tanto tiene derecho a la pensién vitalicia especial,
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Como ya lremos expresado, los criterios para que un familiar de una víctima de dietilenglicol pueda
obtener el beneficio de la pensión vitalicia especial que ésta recibía hasta su fallecimiento, sJ encuentran
clara y taxativarnente establecidos en el aÉículo 6 de la Ley 20 de 2013. Si quien solicita la entrega de
una parte o la totalidad de la pensión vitalicia especial correspondiente a una víctima fallecidi, se
encuentra dentro de los criterios establecidos en la norma referida, es la ley la que detennina el derecho a
solicitar el mismo y que su solicitud sea concedida. Para ello deberá curnqlii con los requisitos que a
estos efectos se hayan establecido, de manera previa.

Además, como hemos visto, la condición de discapacidad sobreviniente por el consumo y/o uso de
¡nedicamentos co¡r el tóxico dietilenglicol corresponde determinarla a la Comisión Evaluadoia con base
en los criterios establecidos para ello y, en cuanto al resto de las discapacidades, existe un procedimiento
al que ya uos hemos referido, por medio del cual se establece la iondición de discapácidad de una
persona, la cual puede ser permanente o temporal, lo que necesariamente implica el diagnástico previo de
la condición causante de la discapacidad por parte de especialistas en la mateiia, según J caso.

En este sentido, no parece verosímil que "aparezca" una persona con discapacidad a solicitar el de¡eclro a
la pensión vitalicia, toda vez que dicha condición no se puede presumir sino que tiene que estar
plenatnente acreditada por profesionales idóneos en la especialidad de que se irate y enóo¡trarse
certificada por la autoridad competente para ello, que es la SENADIS.

El artículo 6 de la Ley 20 de 2013 tantas veces citado, inclusive dispone lo que sucede cuando existe u¡a
pluralidad de hijos en condición de recibir el pago de la pensión viialiciq tengan o no una discapacidad,
de manera que la Comisión Evaluadora deberá examinar la condición de quien se encuentra reclalnando
el derecho para determinar si reúne los criterios que la ley especial sobre la materia establece para realizar
el reclarno y obtener el beneficio.

Es importante aclarar que, al respecto de las personas que se encuentran recibiendo una pensiótr vitalicia
de carácter especial como consecuencia de una Resolución emitida con base en las disposiciones legales
vigentes al respecto, no nos es posible emitir un juicio de valor o un pronunciamierrto prejudicial sobre la
validez de tales actos, los cuales gozan de presunción de legalidad mientras sui ifectos no sean
suspendidos o declarados contrarios a la Constitución Política o las leyes, siendo esta una actuación que
cornpete de manera privativa a la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo de Ia Corte Supr.erna de
Justicia, de conformidad con el numeral 2 del artículo 206 de ta Constitución Política y el artículo 97 del
Código Judicial. Veamos:

"Artlculo 206. La corte Suprema de Justicia tendrá, entre sus atribuciones constitucionales y
legales, las siguientes:

2. La jurisdicción contencioso-administ¡ativa respecto de los actos, omisiones, prestación
defectuosa o deficiente de los servicios públicos, resoluciones, órdenes o disposiciones que
ejecuten, adopten, expidan o en que incurran en ejercicio de sus funciones o pretextarido
ejercerlas, los funcionarios públicos y autoridades nacionales, provinciales, municipaies y de las
entidades públicas autónomas o semiautónomas. A tal fin, la corte suprema dé Justicia con
audiencia del Procurador de la Administración, podrá anular los actos acusados de ilegalidad;
restablecer el derecho particular violado; estatuir nuevas disposiciones en reemplazJ de las
impugnadas y pronunciarse prejudicialmente acerca d€l sentido y alcance de un acto
administrativo o de su valor legal.

*ARTicuLo 97. A la sala Tercera re están atribuidos ros procesos que se originen por actos,
om¡siones, prestaciones defectuosas o deficientes de los servidores públicos, resolucionei, órdenes
o disposiciones que ejecuten, adopten, expidan o en que incurran ón ejercicio de sus funciones o
pretextando ejercerlas, los funcionarios púbricos o autoridades nacionales, provinciares,
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municipales y de las entidades públicas autónomas o semiautónomas. En consecuencia, la Sala
Tercera conocerá en materia administrativa de lo siguiente:

l. De los decretos, órdenes, resoluciones o cualesquiera actos, sean generales o individuales, en
materia administrativa, que se acusen de ilegalidad;
2. De los actos, resoluciones, órdenes o disposiciones de los gerentes o de las juntas directivas o
de Gobiemo, cualquiera que sea su denominación, de las entidades públicas autónomas o
semiautónomas que se acusen de ser violatorias de las leyes, de los decretos reglamentar¡os o de
sus propios estatutos, reglamentos y acuerdos;

ll. De la interpretación prejudicial acerca del alcance y sentido de los actos administrativos
cuando la autoridad judicial encargada de decidir un proceso o la administrativa encargada de su
ejecución, lo solicite de oficio anfes de resolver el fondo del negocio o de ejecutar el acto, según
corresponda;
12. Conocer prejudiciahnente sobre Ia validez de los actos adminishativos que deberán servir de
base a una decisión jurisdiccional por consulta que al efecto formule la autoridad encargada de
administrarjusticia;

Por último, cabe señalar que el numeral 2 del artículo 280 de la Constitución Politica de la República de
Panamá, establece como una de las funciones de la Contraloría General de la República, la de "fiscalizar
y regular, mediante el conlrol previo o poslerior, todos los aclos de manejo de fondos y otros bienes
públicos, a fin de que se realicen con conección, según lo establecido en ld Ley',lo que incluye las
erogaciones que puedan hacer el Ministerio de Salud o la Caja de Seguro Social en la materia objeto de
consulta.

Esperatnos de esta manera haberle orient¿do objetivamente, con base en lo que señala el ordenanriento
pos¡tivo lespecto al tema consultado, no obstante, debemos manifestar que nuestra opinión no constituye
un pronunciamiento de fondo, o un dictamen jurídico concluyente, que determine una posición vinculante
en cuanto a los ternas objeto de consulta.

n egro
Procurador de la Adrninistración

C.c. S.E. - Ivette Berrío Aquí - Viceministra de Salud
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